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Resumen: analiza la Constitución Nacional Argentina, sus re-
formas, particularizando en las referidas al federalismo argen-
tino, a los usos de aguas compartidas entre estados subnaciona-
les y al medio ambiente. Se centra en el análisis de un problema 
interjurisdiccional de ríos compartidos originado varias déca-
das atrás, que en la actualidad continúa afectando a las provin-
cias argentinas de Mendoza y La Pampa. Asume una posición 
crítica frente al comportamiento de la Administración Nacio-
nal y a la de las dos provincias involucradas, y se formula un 
llamamiento especial a los órganos políticos y jurisdiccionales 
involucrados en este tipo de conflictos, en procura de canalizar 
posibles cauces de acción. 

Abstract: this paper discusses the Argentine National Consti-
tution, its amendments and mainly, the regulations in force re-
garding Argentine federalism, environment and water use. It re-
views the general laws governing these matters, focusing on the 
analysis of a specific cross-regional issue originated several de-
cades ago and still adversely affecting the Argentine provinces 
of Mendoza and La Pampa. It takes a critical stance on how the 
national authorities and those of the relevant provinces address 
such specific issues and a special appeal is made to the jurisdic-
tion where the damage was caused when the dispute started. 
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I. Marco histórico institucional

La Constitución histórica de Argentina sancionada entre 1853 
y 1860, consolidó el sistema federal como forma de Estado. No 
obstante, en el origen del estado constitucional de derecho, la 
totalidad del actual territorio argentino no gozó de las mismas 
prerrogativas autonómicas. 

Es así que, a la par del reconocimiento de la autonomía de 
las provincias, plasmado esencialmente en el artículo 5º de la 
mentada constitución, existieron grandes extensiones territoria-
les, poco pobladas, a veces con límites difusos, llamados hasta 
mediados del siglo xx “Territorios Nacionales”. Ellos eran admi-
nistrados por el gobierno nacional y carecían de autonomía; no 
elegían al Ejecutivo local, no elegían representantes para el Con-
greso, como sí se hacía en las catorce provincias existentes. La 
condición jurídica de esos territorios, mereció el tratamiento del 
legislador ordinario. El Poder Ejecutivo propició ante el Congre-
so Federal la sanción de la ley 1532 sobre el tema, como “proce-
dimiento preparatorio para su transformación en provincias” (1 
de octubre de 1884). 

Aproximadamente un siglo después, en una nueva Constitu-
ción Argentina, vigente entre 1949-1956, se unificó la autonomía 
federal. A partir de 1949 todos los territorios que componían la 
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República Argentina gozaron del mismo estatus jurídico; al ser 
reconocidos todos los ex Territorios Nacionales como provincias; 
se zanjó toda distinción jurídica. Y sus habitantes, comenzaron a 
elegir representantes para sus respectivos poderes ejecutivos, le-
gislativos locales y para representar al pueblo y a cada provincia 
en el Congreso Nacional, dándose a sí mismas sus primeras cons-
tituciones provinciales. 

Producido un cambio institucional en 1955-56, se retoma la 
vigencia de la Constitución de 1853/60, con las reformas sufri-
das en 1866 y 1898; pero no se dio marcha atrás con el tema 
autonómico; hubo reconocimiento tácito de la igualdad en la re-
presentación, dentro del suelo argentino.

En el año 1994, se produce una importante Reforma Cons-
titucional, se reafirma el federalismo con reconocimiento de las 
autonomías municipales, y se incorpora un criterio protectorio 
en el tema ambiental. 

En este orden de ideas cabe señalar, la manda contenida del 
nuevo artículo 124 al declarar que son de dominio originario pro-
vincial todos los recursos naturales.  Ello significa que estas ten-
drán el dominio efectivo y toda decisión que se adopte sobre el 
recurso en cuestión, será su responsabilidad. 

II. El marco infraconstitucional.  
Dominio público. Bienes públicos y privados

Acatada su primera Constitución, el Congreso Nacional, se dio a 
la tarea de sancionar los códigos de fondo, que regirían en toda su 
extensión territorial, sin distinción de las autonomías provincia-
les. Una ley común aplicable a todo el territorio, reservándose las 
provincias su aplicación. El primer Código Civil Argentino data 
de 1869, su autor fue Velez Sarsfield y en él se diferenciaron los 
bienes de dominio público (art. 2340) de los bienes del dominio 
privado del Estado (art. 2342). Reconocía derechos amplios a la 
propiedad privada, y en materia de aguas, otorgaba derechos a los 
titulares de los fundos, excepcionaba a aquellos cursos de agua 
considerados estratégicos que se declaraban de dominio público. 
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En el año 1968 el CC fue reformado parcialmente; declara de 
dominio público las aguas subterráneas, así como aquellas sus-
ceptibles de satisfacer un interés general. 

Esta reforma mereció críticas, pues desde la legislación de 
fondo se regularon aspectos propios de normas de derecho públi-
co que las provincias tenían reservadas para sí, desde los orígenes 
constitucionales argentinos, invariablemente. La nota a destacar 
que separa lo público de lo privado se dá por su finalidad, esto es, 
atendiendo las necesidades que satisface. 

En 2015, se unificaron los Códigos Civil y Comercial de la 
Nación en un solo cuerpo. Los conceptos de dominio público y 
privado cambian de denominación por los de bienes públicos y 
bienes privados; la nueva codificación ofrece matices interesan-
tes. Así, en los artículos 235 y 236 se efectúa una diferencia entre 
estos conceptos; y en el artículo 237, primer párrafo se ratifica la 
especificación del código anterior y se afirma “Los bienes públicos 
del Estado son inenajenables, inembargables e imprescriptibles”. 

En palabras de Carlos Balbín: “Los bienes del dominio públi-
co son aquellos que tienen una utilidad pública, trátese del uso 
común y directo de las personas o cualquier otro de carácter co-
lectivo […]”.1

El segundo párrafo del artículo 237 del CCYCN agrega un 
concepto interesante […] “La Constitución Nacional, la legisla-
ción federal y el derecho público local determinan el carácter 
nacional, provincial o municipal de los bienes enumerados en los 
dos artículos 235 y 236”. 

III.  Ambiente y Agua

Como ya señaláramos, la reforma constitucional de 1994 intro-
dujo el reconocimiento de nuevos derechos; ente otros se incor-
poraron con rango constitucional de los derechos de incidencia 
colectiva, entre ellos, la protección al medio ambiente. El artículo 

1	 Balbin, Carlos, Los bienes del dominio público y privado del Estado, Buenos 
Aires-Bogotá-Porto Alegre, Editorial Astrea, 2016, p.183.
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41 CNA trata específicamente sobre dicha temática y las medidas 
a tomar para su protección: 

Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equi-
librado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades 
productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer 
las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El 
daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recom-
poner, según lo establezca la ley. 

Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la uti-
lización racional de los recursos naturales, a la preservación del 
patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la 
información y educación ambientales. Corresponde a la Nación 
dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de pro-
tección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin 
que aquéllas alteren las jurisdicciones locales. 

Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o po-
tencialmente peligrosos, y de los radiactivos. 

Como consecuencia de esta manda constitucional, se sancio-
naron varias leyes relativas al cuidado medioambiental, tanto en el 
ámbito nacional como en el de provincias y municipios; las que aquí 
nos interesa mencionar son leyes nacionales, rigen en todo el terri-
torio argentino y son: Ley General del Ambiente (núm. 25.675) y 
el Régimen de Gestión Ambiental de Aguas (núm. 25.688). Ellas 
establecen el piso de medidas a tomar para preservar el medioam-
biente, entendido como un derecho común a todos y los estragos 
que, de producirse, afectarían a toda la población. Asimismo, tra-
tándose de competencias compartidas le legislación subnacional 
abordó la temática y constituyen un aporte que satisface las nece-
sidades y características propias de cada territorio, su idiosincra-
sia, hábitos y aprovechamiento de sus recursos naturales. 

Respecto del CCyCN, Ricardo Lorenzetti2 informa que el 
mismo “reconoce el ambiente como un bien de incidencia colec-
tiva y una legislación ambiental de avanzada. Sin embargo, eso no 
es suficiente”.2 En coincidencia con el criterio señalado, en la ac-

2	 Lorenzetti, Ricardo, El conflicto del Río Atuel en Argentina, noviembre de 
2018, https://www.iucn.org/commissions/world-commission-environmen-
tal-law/resources/wcel-country-andregion-reports
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tualidad se discute acerca del cuidado de los recursos naturales, 
teniendo en cuenta su carácter limitado. 

IV. Los aportes del derecho  
internacional. Convencionalidad

Siendo el agua uno de los recursos naturales más importantes, 
mereció su reconocimiento como derecho humano, por ser ne-
cesaria para la subsistencia de la población y del ecosistema del 
cual forma parte. Así es reconocida en la Resolución 64/292, por 
la Asamblea General de la Naciones Unidas realizada en el año 
2010 y en la Observación General núm. 15 del 2002 del Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

Señala Mónica Pinto al recto “[…] la utilización del recurso 
que se realice en cada Estado se encuentra limitado por análo-
go derecho que presenta el otro Estado en su esfera territorial”.3 
Este concepto nos lleva al de “cuenca hídrica” y al de “ecosiste-
ma”. Esto es, la gestión y administración de un bien del dominio 
público, tal “el río” debe tener en cuenta el concepto de “cuenca 
hídrica” y también el de “ecosistema”. 

En la misma línea discursiva Lilian Del Castillo, nos infor-
ma que, para la gestión y administración del recurso hídrico en 
el régimen federal argentino, es de utilidad guiarnos por prin-
cipios para regular el uso de los cursos de agua compartidos ya 
madurados por el Derecho Internacional Público. Son ellos: “1. 
Obligación de cooperar; 2. Obligación de no causar un perjuicio 
sensible; 3. Utilización equitativa; 4. Obligación de proteger los 
cursos de agua y sus ecosistemas; 5. Obligación de notificación 
previa; 6. Obligación de consulta previa; 7. Intercambio de datos 
e información.4 

3	 Pinto, Mónica, El régimen jurídico de los ríos interprovinciales en Argentina, 
Buenos Aires, Lajouane, 2014, p. 122.

4	 Castillo, Lilian del, La gestión del agua en Argentina, Buenos Aires-Madrid, 
Editorial Ciudad Argentina, 2007, pp. 333-340.
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En síntesis y en consonancia con lo manifestado por Alfon-
so Buteler,5 afirmamos: 1. El agua es un recurso escaso; 2. En el 
federalismo argentino se  trata dentro del derecho federal (art. 
75 inc 18 y 19 CN ) y también convencional  (art. 75 inc 22); 3. 
El agua también integra el derecho común pues el CCyCN  regu-
la sobre los bienes del dominio público y del privado, entre los 
cuales también está el agua; 4. Como recurso natural también es 
un derecho provincial (art. 124 CN); 5. Además, a los municipios 
les corresponde la regulación del sistema de  agua potable a las 
poblaciones por ellos administradas; 6. Por último y no menos 
importante, el agua integra el medio ambiente y como tal debe 
enfrentar  los desafíos del cambio climático. 

Así en el federalismo comparado, resulta paradigmático co-
nocer el conflicto que mantuvieron los estados de Kansas y de 
Colorado por el río Arkansas entre los años 1902 y 2009, y en el 
cual, en aras de contribuir al uso compartido y equitativo, la Cor-
te Federal de los Estados Unidos intervino a lo largo del conflicto 
suscribiendo siete sentencias.  

V. Argentina. El agua como bien público y  
colectivo. El conflicto La Pampa c/ Mendoza  

s/ Rio Atuel-Chadileuvu-Curaco

El Atuel es un rio que nace en la Cordillera de Los Andes, zona 
centro-oeste de Argentina, corre desde el sur de la provincia de 
Mendoza, atraviesa parcialmente el noroeste pampeano y en esa 
provincia, se suma como último afluente al sistema del río Sala-
do-Chadileuvu-Curacó. 

A comienzos del siglo xx, ese territorio comprendido en la 
cuenca antes descripta tuvo un aprovechamiento incipiente. Bajo 
la presidencia de Figueroa Alcorta (1906/1910) se creó la Colo-
nia de Butaló, en el norte de La Pampa, donde confluyen el rio 
Atuel y el Salado. Pero, es posible que faltaran obras de riego 
adecuadas y por lo demás, la acción de los pobladores del sur 

5	 Buteler, Alfonso, Régimen de aguas en la República Argentina, La Ley, Ar-
gentina, 2020, pp.1-18.
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mendocino hizo que las aguas no llegaran al territorio pampea-
no. Esto generó reclamos de los pobladores. El caudal de agua no 
alcanzaba para todos. 

Hacia 1949, la empresa estatal Agua y Energía Eléctrica (Ley 
13.030) en uso de sus facultades suscribe la Resolución AAyEE 
N°50/49 para que Mendoza, realizara sueltas periódicas de agua 
que escurriría hacia y por La Pampa. La provincia, simplemente, 
no acató dicha Resolución. 

La Pampa, reconocida como provincia en 1949, en 1951 
sanciona su primera constitución provincial (subnacional). Se 
completa así una perspectiva institucional hacia la igualdad de 
posiciones en la ya larga disputa por las aguas del Atuel. Pero, al 
acentuarse la desertificación en la zona, se vió motivada a formu-
lar los reclamos pertinentes, sin éxito. A la par, en Mendoza, se 
consolidaba el desarrollo de la región frutícola y vinícola, y como 
consecuencia de ello se produjeron desplazamientos poblaciona-
les en el área. 

En 1973, a través del Decreto 1560/73, el Gobierno Nacio-
nal reconoce a La Pampa el derecho a percibir el cincuenta por 
ciento de las regalías por la producción de energía hidroeléctrica 
del Dique El Nihuil. Dando cuenta de la interprovincialidad del 
río Atuel. Sin embargo, en la zona pampeana antes bañada por el 
Atuel, continuaba el proceso de desertificación. A la par de ello, 
continuaban los reclamos de pampeanos, intentando demostrar 
lo acuciante de su situación territorial. 

5.1. Judicialización del conflicto

Los reclamos en sede administrativa resultaron infructuosos y La 
Pampa finalmente interpone demanda judicial contra Mendoza 
en 1979; por ante la CSJN en competencia originaria. Conforme 
los artículos 116 y 117 de la CN, y también 127 de la CN, corres-
ponde esa competencia en demandas de provincia contra otra 
provincia. Reclama la actora que se cumpla con lo dispuesto en 
la Resolución 50/49 de Agua y Energía Eléctrica antes mencio-
nada. Atribuye el perjuicio sufrido a la construcción del dique El 
Nihuil (1947) efectuado por la provincia demandada. Alega que 
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desaparecieron los caudales que llegaban a la jurisdicción pam-
peana y señala que el proceso de aprovechamiento intensivo fue 
inconsulto por parte de Mendoza; y que ello afectó el curso del 
río, trayendo como consecuencia el retraimiento demográfico y 
económico. Manifiesta que las gestiones oficiales se iniciaron en 
1949 cuando actora aún era un territorio nacional. 

La provincia demandada, a su turno, opuso la excepción pre-
via de defecto legal al considerar que la demanda adolecía de im-
precisión en lo relativo al caudal o porcentaje de volumen de agua 
del Atuel, que reclamaba le bañara su territorio y la CSJN des-
estimó ese planteo. Mendoza, también sostuvo que el río Atuel 
no era interprovincial, al tiempo que desconoció la legitimidad 
de la actora para reclamar e hizo lo propio con los antecedentes 
técnicos presentados por esta.  Efectuó un análisis político del 
Acuerdo que la Nación llevó adelante con Mendoza cuando La 
Pampa era Territorio Nacional (1941), al sostener que fue una 
decisión política afianzar el. desarrollo del sur mendocino, aún 
a sabiendas de que significaba privar de agua a la otra provincia. 

La CSJN en su rol de tribual de instancia única, instrumen-
tó probanzas con todos los medios técnicos a su alcance en ese 
entonces, plasmando finalmente un extenso y pormenorizado 
análisis de la prueba sustanciada en el trámite. En el conside-
rando 526 sostiene que “los bienes como los lechos de los ríos 
navegables, considerados vías de comunicación públicas (public 
highways) y, por lo tanto, afectados al uso y goce general, solo 
podían ser objeto de disposición o concesión si contemplaban el 
interés del futuro estado, sometido por entonces, a la dependen-
cia de la autoridad nacional […]”. 

En la parte resolutiva de la sentencia declara que el Río Atuel 
es interprovincial y que el acuerdo celebrado entre el Estado Na-
cional y la Provincia de Mendoza el 17 de junio de 1941 no tenía 
efecto vinculante para la provincia de La Pampa; exhorta a las 

6	 Corte Suprema de Justicia de la Nación, La Pampa, Provincia de c/ Mendoza 
Provincia de s/ uso de aguas, sentencia del 03 de diciembre de 1987, http://
www.saij.gob.ar/corte-suprema-justicia-nacionfederal-ciudad-autonoma-bue-
nos-aires-pampa-provincia-mendoza-provincia-accion-posesoria-aguas-regula-
cionusos-fa87000492-1987-12-03/123456789-294-0007-8ots-eupmocsollaf 

157 | 

Federalismo argentino. Aguas interjurisdiccionales



partes a celebrar convenios tendientes a una participación razo-
nable y equitativa en los usos futuros de las aguas del río Atuel. 

5.2. Efectos de la sentencia de CSJN  
del 3 de diciembre de 1987

La sentencia exhortativa provocó tímidos efectos conciliatorios 
de los intereses en juego. En 1989 las provincias involucradas y 
la Nación suscribieron un Protocolo de Entendimiento Interpro-
vincial. Se llega así al año 2008, momento en que las partes sus-
criben un Acuerdo Marco, el cual preveía un plan de trabajos a 
llevar a cabo y financiados por ambas provincias. 

La Pampa denuncia incumplimientos por parte de Mendoza, 
e interpone nuevamente demanda contra Mendoza, solicitando 
la intervención de la CSJN en mérito de las facultades conferidas 
por el artículo 127 de la CN. 

Los argumentos esgrimidos fueron: que la demandada no cum-
plió con la obligación de negociar y celebrar de buena fe los acuer-
dos por el uso del agua del Atuel; que los convenios celebrados 
entre 1989 y 1992 constituyen un nuevo incumplimiento de la sen-
tencia original (1987). Solicitó que se declarara el daño ambiental 
como consecuencia de ello, y que se ordenara el cese del mismo y 
la recomposición del medio ambiente. También afirmó que debía 
establecerse un flujo mínimo de agua hacia territorio de La Pampa, 
teniendo en cuenta el derecho humano al agua y al crecimiento 
armónico y equilibrado que debía existir entre las provincias. 

Mendoza, en su contestación aduce que, técnicamente no po-
día practicar el escurrimiento de aguas ordenado en sentencia de 
1987, motivo por el cual en harás de procurar solucionar necesi-
dades e intereses en juego cedió el uso de las aguas surgentes exis-
tentes, mediante la construcción de un acueducto, su potabiliza-
ción y posterior traspaso, en beneficio de localidades pampeanas 
ubicadas en la Cuenca del Atuel. Califica de “intransigente”, la 
actitud asumida por la provincia de La Pampa. 

En sentencia de fecha 01 de diciembre de 2017, la CSJN ra-
tifica la posición vertida en fallos anteriores, al suscribir (consi-
derando 5), que “el ambiente es un bien colectivo, de pertenen-
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cia comunitaria, de uso común e indivisible, cuya solución no 
solo debe atender a las pretensiones de los estados provinciales, 
ya que los afectados son múltiples y comprende una amplia re-
gión”.7 También se explaya sobre el principio de buena fe federal 
(considerando 6) y analiza la existencia de tensiones en las rela-
ciones interjurisdiccionales, sobre las que propicia establecer un 
federalismo de concertación, y asigna para ella misma, el rol de 
mediadora o conciliadora en ese tipo de tensiones o conflictos, 
según lo dispuesto en el artículo 127 CN (considerandos 8 y 9). 

En el considerando 15, al concepto de manejo de cuenca, la 
Corte añade el concepto de ecosistema; y atendiendo a ello aclara 
que adoptará una solución gradual para que las partes de común 
acuerdo elaboren un plan de obras, costos, plazos de ejecución, 
urgencias de las poblaciones circundantes, participación comuni-
taria en la toma de las decisiones y sostenibilidad del ecosistema. 

5.3. 16 de julio de 2020. Nueva intervención de CSJN

Transcurrido en exceso el plazo de 120 días fijado por la Corte en la 
sentencia de diciembre de 2017, para que las partes exhortadas ne-
gociaran sus posiciones con la libertad que dicha sentencia brindó, 
no se arribó a ningún acuerdo. En su rol dirimente, nuevamente la 
CSJN es llamada a intervenir y esta vez analiza los métodos para fija-
ción de caudal de aguas que las provincias esgrimen como necesario. 

Las diversas propuestas se plasman en el Acta suscripta en el 
C.I.A.I. el 19 de febrero de 2018. De esa reunión participan tam-
bién los respectivos gobernadores. Y en un obiter de la sentencia 
en análisis,8 se reconoce el esfuerzo que realizaron las provincias, 
aunque este haya sido infructuoso. 

7	 Corte Suprema de Justicia de la Nación, La Pampa, Provincia de c/ 
Mendoza Provincia de s/ uso de aguas, 1 de diciembre de 2007, http://
www.saij.gob.ar/corte-suprema-justicia-nacion-federal-ciudad auto-
noma-buenos-aires-provincia-pampa-provincia-mendoza-uso-aguas-
fa17000056-2017-12-01/123456789-650- 0007-1ots-eupmocsollaf

8	 Corte Suprema de Justicia de la Nación, La Pampa, Provincia de c/ Men-
doza Provincia de s/ uso de aguas, 16 de julio de 2020, http://www.saij.
gob.ar/corte-suprema-justicia-nacion-federal-ciudad-autonoma buenos-ai-
res-pampa-provincia-mendoza-provincia-uso-aguas-fa20000053-2020-07-
16/123456789-350-0000-2otseupmocsollaf
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VI. Los órganos legislativos federales y la CSJN. Corolario.

En este largo proceso sucintamente descripto, es probable que, el 
entonces ministro Fayt en su voto disidente en sentencia de 1987, 
haya advertido la complejidad del tema y también la posibilidad 
de una dilación en su resolución que resultara muy desgastante 
para los ciudadanos y gobernantes de las provincias enfrentadas. 
En su decisorio —disidencia parcial— obligaba a la provincia de-
mandada (Mendoza), a la realización de obras que proveyesen a 
la actora (La Pampa) de 100 Hm3 anuales de agua. 

Su posición quedó en solitario y la mayoría de sus pares eli-
gieron el camino de exhortar a que las partes encontrasen una so-
lución. Se avanzó en el reconocimiento de la interprovincialidad 
del río, pese a no gestarse solución alguna. 

Transcurrieron más de cuarenta años desde la judicialización 
del conflicto, hasta la última sentencia exhortativa de CSJN. 

Llegado a este punto debemos reflexionar sobre la igualdad y 
los mandatos de la constitución federal convencionalizada.

Los órganos políticos, ejecutivos y legislativos, son recepto-
res por igual de mandatos constitucionales en procura de la igual-
dad de los habitantes. Así, en el artículo 75 obligaciones a cargo 
del legislador federal, en su inciso 18, establece que corresponde 
al Congreso 18: 

Proveer a la prosperidad del país, al  adelanto y bienestar de todas 
las provincias, y al progreso de la ilustración,  dictando planes de 
instrucción general y universitaria, y promoviendo la  industria, la 
inmigración, la construcción de ferrocarriles y canales navegables,  
la colonización de tierras de propiedad nacional, la introducción y  
establecimiento de nuevas industrias, la importación de capitales 
extranjeros y  la exploración de ríos interiores, por leyes protec-
toras de estos fines y por  concesiones temporales de privilegios o 
recompensas de estímulo.

En sentido similar, el siguiente inciso del mismo art. 75. expresa: 

Proveer lo conducente  al desarrollo humano, al progreso económi-
co con justicia social, a la  productividad de la economía nacional, 
a la generación de empleo, a la  formación profesional de los traba-
jadores, a la defensa del valor de la moneda,  a la investigación, a la 
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investigación y al desarrollo científico y tecnológico, su  difusión y 
aprovechamiento.- Proveer al crecimiento armónico de la Nación y 
al  poblamiento de su territorio, promover políticas diferenciadas 
que tiendan a  equilibrar el desigual desarrollo relativo de provincias 
y regiones. Para estas iniciativas, el Senado será cámara de origen. 

Claramente en el caso que nos ocupa en particular el man-
dato constitucional se haya incumplido. El mero transcurso del 
tiempo, desde la judicialización del conflicto por las aguas del 
Atuel, sin que la cuestión se haya encauzado efectivamente, de-
muestra lo arduo de la tarea y la impotencia del Ejecutivo Nacio-
nal para arribar a soluciones plausibles. 

Si bien ya ambos territorios son provincias en igualdad de de-
rechos y de obligaciones, una tiene un extenso territorio poblado 
y próspero; la otra, uno extenso pero desértico, con aridez y poca 
densidad poblacional. 

Este dato también incide en la cantidad de miembros que 
consagra cada jurisdicción subnacional para integrar la Cámara 
de Diputados de la Nación. Ello constituye un elemento político 
a la hora de negociar en los órganos también políticos, las deci-
siones a adoptar. Cabe aclarar que el régimen congresional en 
Argentina es bicameral, los diputados se eligen en proporción 
al número de habitantes en cada distrito electoral; en el Senado 
cada uno de los distritos o provincias, tienen igual representa-
ción numérica. 

De allí también, la manda constitucional cuando prevé en la 
cláusula de temas referidos al desarrollo humano como cámara de 
origen de iniciativas legislativas al Senado de la Nación. En ella, 
la representación de cada estado subnacional es igualitaria; tres 
representantes por provincia. El constituyente de 1994 tuvo es-
pecial cuidado en el tema. 

También en el Senado Nacional, como tarea permanente, 
funciona una específica Comisión para resolver cuestiones que 
se susciten por límites interprovinciales e internacionales. Se 
atiende también así a la igualdad en la representación política y a 
la vinculación del Senado con funciones de Relaciones exteriores 
y entre provincias. 
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Para casos como el que nos ocupa, estimamos no sería des-
acertado prever legislativamente la intervención de esa Comisión 
con atributos legislativamente concedidos por el Estado Nacio-
nal y por las provincias, para que realice una suerte de actividad 
mediadora, con carácter previo a la judicialización de cualquier 
conflicto 

En el caso del Atuel, la escasez del agua pone en peligro la 
subsistencia del ecosistema, afecta el acceso al agua potable y 
provoca desertificación, que a su vez será la causa de otros con-
flictos ambientales, de continuar la degradación de la región. 

De ahí el llamamiento de la CSJN y la medida cautelar que 
adopta en su última intervención del año 2020. El primer llama-
miento es recomponer el sistema para luego pasar a la reparación. 

La manda judicial es clara; al concepto de cuenca y de crite-
rios para la gestión de la misma, se añade el de ecosistema. Son 
guías para encauzar la gestión de los órganos ejecutivos. El nuevo 
paradigma del sistema es ecocéntrico por oposición al antropo-
céntrico, trabajado en la sentencia de 1987. El ambiente es un 
sistema, algo más que un cúmulo de elementos. Y de estos con-
ceptos deben dar cuenta las gestiones que lleven a cabo los órga-
nos ejecutivos. 

Es por ello que quizá sea la reclamante la parte más obligada 
a proponer obras complementarias para que la suelta de agua no 
sea solo absorbida sino también que de ella se produzca un apro-
vechamiento útil para combatir la desertificación, para brindar 
agua potable a los pobladores y también para otros usos que con el 
avance tecnológico podrán llevarse a cabo, es la provincia actora. 

El conflicto del Atuel lleva más de cinco décadas de trámites 
administrativos y judicializados, todo esfuerzo fue en vano para 
partes que están sumamente enfrentadas. En esta particular co-
yuntura, son los demás órganos los encargados de intervenir con 
políticas públicas activas y velando también por el cumplimiento 
de las medidas cautelares adoptadas por el órgano judicial del 
mayor nivel en el sistema constitucional argentino. 

Es una demanda de un presente menos conflictivo y cuya so-
lución no admite más demoras. Peligra el ambiente sano, avanza 
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la desertificación de un extenso territorio y el cambio climático 
está entre nosotros.
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